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I. RESUMEN


1.
El 28 de octubre de 2003, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”), recibió una petición presentada por el señor Felipe Nery Páez Mauro y su abogado Fidel Trigo Granada (en adelante “los peticionarios”) alegando violaciones a derechos humanos en perjuicio del primero (en adelante “la presunta víctima”), dentro de la jurisdicción de la República de Paraguay (en adelante “Paraguay”, “el Estado paraguayo” o “el Estado”). En la petición se alegan violaciones al derecho a la vida, a la integridad personal, a las garantías judiciales, a la protección de la honra y la dignidad, a la propiedad privada, a la igualdad, y a la protección judicial, consagrados respectivamente en los artículos 4, 5, 8, 11, 21, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o la “Convención), todos en conexión con las obligaciones de respetar y garantizar los derechos establecidas en el artículo 1(1) de la Convención Americana en perjuicio de Felipe Nery Páez Mauro.
2. Los peticionarios señalaron que desde noviembre de 1999, un terreno propiedad del señor Páez Mauro habría sido invadido por indígenas de la zona. Refieren que el Instituto Nacional del Indígena (INDI) habría celebrado un contrato de compraventa con la presunta víctima a fin de adquirir el bien, mismo que habría incumplido. Así indican que desde noviembre de 2000, el INDI habría conseguido una orden judicial que le impide al señor Páez Mauro hacer uso de su bien, con lo que se estaría violando su derecho a la propiedad. Los peticionarios refirieron que presentaron una demanda civil por incumplimiento de contrato y por daños y perjuicios, que habría sido resuelta, tanto en primera como en segunda instancia, de manera favorable para la presunta víctima, pero cuya sentencia habría sido incumplida por el Estado. Agregaron que en la tramitación de los procesos judiciales la justicia habría incurrido en un retardo injustificado.
3.
El Estado, por su parte, argumentó que no existieron omisiones por parte del juzgado que conoció de la demanda de daños y perjuicios y que el tiempo que habría tomado en dictar resolución era el necesario para evacuar las diligencias que correspondía dentro del proceso. Por otra parte, el Estado alegó que los peticionarios en ningún momento habrían sido impedidos de utilizar los mecanismos procesales pertinentes y que al momento de la presentación de la petición no habrían agotado los recursos de la jurisdicción interna, pues se encontraría pendiente de resolución un recurso de inconstitucionalidad. 
4. Tras analizar las posiciones de las partes, la Comisión Interamericana concluye que es competente para decidir sobre el reclamo presentado por los peticionarios, el que es admisible a la luz de lo dispuesto en el artículo 46 de la Convención Americana. La Comisión decide continuar con el análisis de fondo en lo relativo a las presuntas violaciones de los artículos 8, 21 y 25 de la Convención Americana, con relación a la obligación general consagrada en el artículo 1(1) del mismo tratado, en perjuicio del señor Felipe Nery Páez Mauro. Por otra parte, declara inadmisible lo alegado respecto a las presuntas violaciones a los artículos 4, 5, 11 y 24 de la Convención. En consecuencia la Comisión decide notificar a las partes, continuar con el análisis de fondo en lo relativo a las presuntas violaciones a la Convención Americana, publicar el presente Informe de Admisibilidad e incluirlo en su informe Anual para la Asamblea General de la OEA. 
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. La denuncia fue presentada por los peticionarios el 28 de octubre de 2003 ante la Secretaría Ejecutiva de la Comisión. La CIDH trasladó las partes pertinentes de la petición al Estado paraguayo el 1° de febrero de 2005 y le solicitó que presentara una respuesta dentro del término de 2 meses. El Estado solicitó una prórroga mediante comunicación del 4 de abril de 2005, misma que le fue concedida. El 4 de mayo de 2005, el Estado remitió su respuesta a la Comisión, la cual fue trasladada a los peticionarios el 10 de ese mes.
6. Los peticionarios remitieron observaciones adicionales respecto de la petición, recibidas el 27 de diciembre de 2005, 26 de enero, 16 y 23 de febrero, 7 de marzo de 2006, todas las cuales fueron debidamente trasladadas al Estado. El Estado envió observaciones adicionales el 26 de marzo de 2006 y 3 de septiembre de 2007, las que también fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.
7. Cabe señalar que el 23 de julio de 2004, la Comisión recibió una solicitud de medida cautelar a favor del señor Felipe Nery Páez Mauro en la que señaló ser objeto de amenazas contra su vida, así como hechos que estarían violentando su integridad física. La Comisión solicitó información al Estado y, el 15 de noviembre de 2004, otorgó las medidas cautelares, bajo el número MC 916-04, solicitando al Gobierno de Paraguay proporcionara seguridad y protección personal al señor Páez Mauro y su familia. A partir de esa fecha, la Comisión recibió información diversa de parte del peticionario y del Estado respecto de las medidas que se habrían seguido. El 11 de abril de 2008 la Comisión informó a los peticionarios y al Estado su resolución de levantar las medidas.
III. POSICIONES DE LAS PARTES
A. 
Posición de los peticionarios 

8. Los peticionarios señalaron que el 17 de agosto de 1999 el señor Páez Mauro habría adquirido un inmueble rural a través de un remate judicial, propiedad que le habría sido transferida mediante escritura pública del 1° de octubre de ese año. A finales de octubre, su propiedad habría sido “invadida por indígenas de la Parcialidad Avá-Guaraní, conocida como Comunidad San Antonio”, quienes se habrían instalado allí sin el consentimiento del señor Páez Mauro.

9. Agregan que el 12 de noviembre de 1999 la comunidad habría presentado una nota al Instituto Nacional del Indígena (INDI) solicitando la adquisición de la propiedad del señor Páez Mauro a favor de ellos y, en nota del mismo día, le habrían notificado a éste su intención, solicitándole que iniciara los trámites pertinentes ante el INDI. Destacan que el 15 de noviembre de 1999 el señor Páez Mauro habría presentado al INDI una oferta por la venta de su propiedad y habría seguido los trámites requeridos por el INDI para los casos de compra de propiedad privada para el asentamiento de comunidades indígenas. Señalan que, como parte de dicho trámite, el 4 de abril de 2000, el director del Servicio Nacional de Catastro habría comunicado a la entonces presidenta del INDI el valor de la propiedad.
10. Los peticionarios añaden que el 24 de mayo de 2000, el señor Páez Mauro habría sido interceptado por tres personas armadas mientras circulaba en su automóvil, dejándolo detenido dentro del mismo durante 4 horas hasta que elementos policiales arribaron al lugar y lo llevaron a su domicilio. Agregan que allí lo estarían esperando varios miembros de la Policía Nacional, así como un juez, una fiscal y el entonces Vice-Ministro de Interior quienes, bajo la excusa de tener una orden judicial derivada de una denuncia que alertaba que el señor Páez contaba con un depósito de armas, lo habrían amenazado frente a su esposa e hijos, a punta de pistola y habrían destrozado su casa. Agregan que una vez que abandonaron su casa, la presunta víctima se habría percatado de que se habían llevado 7,500 dólares que le pertenecían y varios documentos relacionados con la propiedad, respecto de la que estaría siguiendo negociaciones con la INDI. Añaden que en junio de ese mismo año, oficiales de policía se habrían presentado de nuevo en su domicilio, sin orden judicial, alegando que tenía un automóvil robado y, en otras ocasiones habría recibido amenazas y malos tratos por parte de personal del Estado, así como de personas vecinas a su domicilio. Respecto de estos hechos, el señor Páez Mauro señala haber presentado diversas denuncias ante las autoridades judiciales, quienes, dentro de una de las causas, le habrían otorgado medidas cautelares de protección. Los peticionarios señalaron que dicha medida no se habría cumplido, por lo que, posteriormente, presentaron ante la Comisión una solicitud de medida cautelar a favor del señor Felipe Nery Páez.
11. Aclaran que no fue sino en julio de 2000, después de haber amenazado con iniciar trámites judiciales con el fin de desalojar a las 72 familias indígenas que se encontraban en su propiedad, que el entonces presidente del INDI habría aprobado la compra de su propiedad, según la valuación que se habría hecho por Catastro, y el INDI habría firmado con la presunta víctima un contrato privado de compraventa, comprometiéndose a pagar el precio estipulado que a la postre no habría sido pagado. También señalan que en el mismo mes de julio, los líderes indígenas habrían dirigido una nota a la presidenta del INDI y al Presidente de la República solicitándoles que se tomaran las medidas necesarias para que se concretara la compra de dicho bien inmueble. 
12. Alegan que no obstante lo anterior, el INDI habría conseguido una orden judicial de fecha 3 de noviembre de 2000, a través de la cual se restringía al señor Páez Mauro el uso y disfrute de su propiedad. En su petición, el señor Páez manifestó que desde entonces, se le habría prohibido disponer de dicha propiedad y no habría podido vivirla, venderla ni rentarla. A ese respecto, aclaró que en febrero de 2006 habría presentado un pedido de cancelación de dicha medida ante la Dirección General de Registros Públicos, por haberse extinguido la misma
, lo cual, según argumento del peticionario, le habría sido arbitrariamente negado.
13. Con motivo de lo anterior, el 19 de marzo de 2001, el peticionario habría interpuesto una demanda contra el Estado paraguayo y contra el INDI, por daños y perjuicios, fundando sus pretensiones en el incumplimiento de contrato en que habría incurrido el INDI. Dicha demanda fue resuelta en primera instancia a su favor, el 29 de mayo de 2002, condenando al Estado a pagar por lo establecido por la compra del bien inmueble, más una indemnización por daños y perjuicios
. Agregan que el 23 de diciembre de 2002, el tribunal de apelación habría confirmado en todos sus términos la sentencia de primera instancia, condenando al Estado al pago de lo impuesto en primera instancia, más los intereses y las costas
. 
14. Los peticionarios alegan que no obstante contar con una sentencia en firme a su favor, el INDI se habría negado a cumplir con las diversas órdenes de ejecución dictadas por las autoridades jurisdiccionales y, en marzo de 2003, el INDI habría presentado una acción de inconstitucionalidad en contra de las sentencias de primera y segunda instancia. Respecto de dicho proceso, el peticionario indicó que, según la legislación procesal paraguaya, la Corte Suprema de Justicia tenía un plazo de 60 días hábiles para dictar sentencia, haciendo lugar a la acción de inconstitucionalidad o rechazándola. Asimismo, refiere que el artículo 383 del Código Procesal Civil señala que “desde el llamamiento de autos [para sentencia] quedará cerrada toda discusión y no podrán presentarse más escritos ni producirse más pruebas, salvo las que el juez dispusiere en uso de sus facultades ordenatorias”. Los peticionarios alegan que, no obstante ello, el juez habría corrido traslado al Procurador General de la República, habiendo ya llamado a autos para resolver y habría corrido en exceso el plazo para resolver la acción.

15. Los peticionarios argumentan que se habría puesto en riesgo la independencia judicial durante el trámite de la acción de inconstitucionalidad, puesto que el mismo presidente del Paraguay se habría pronunciado públicamente
 y consideran que, debido a ello, algunos Ministros de la Corte Suprema se habrían inhibido y otros habrían sido recusados. En comunicaciones posteriores, los peticionarios informaron a la Comisión que el 3 de julio de 2007 la Corte habría resuelto rechazar la acción de inconstitucionalidad.
16. Con base en lo señalado, los peticionarios sostienen que, con las amenazas proferidas, la invasión de su casa y la conducta de agentes estatales, el Estado habría violado el derecho a la vida e integridad personal del señor Páez Mauro, contenidos en los artículos 4, 5, y 11 de la Convención Americana. Refieren a su vez que el Estado habría violado también los artículos 8, 21, 24 y 25 de la Convención en perjuicio del señor Felipe Nery Páez Mauro.
B. 
Posición del Estado

17. El Estado de Paraguay respondió a la petición hecha por los peticionarios manifestando que el caso no presentaría violación a las garantías judiciales ni al debido proceso en perjuicio del señor Felipe Nery Páez Mauro y que los peticionarios no habrían agotado los recursos de jurisdicción interna antes de acudir a la Comisión.
18. Así, el Estado refirió que pese a haberse dictado sentencia definitiva en primera y segunda instancia dentro del juicio “Felipe Nery Páez Mauro contra el Estado Paraguayo sobre indemnización de daños y perjuicios”, la misma no se encontraría firme ni ejecutoriada. Afirma que la presunta víctima habría iniciado dicho proceso con la demanda presentada el 19 de marzo de 2001 y que dentro del proceso se habrían seguido diversos trámites inherentes al mismo hasta las resoluciones de primera y segunda instancia que concluyeron a favor del señor Páez Mauro. 

19. El Estado agrega que el 12 de marzo de 2003, el INDI promovió una acción de inconstitucionalidad en contra de dichas sentencias, de la que se corrió traslado al señor Páez Mauro el 25 de junio de 2003, quien habría presentado su contestación el 30 del mismo mes. El Estado detalla diversas actuaciones judiciales y aclaró que toda vez que la Procuraduría General de la República solicitó intervención legal en el proceso, por haber sido parte en el principal, la Sala Constitucional de la Corte Suprema ordenó se le corriera traslado y, el 13 de octubre de 2004, la Procuraduría presentó su respuesta. Así, el Estado explica la participación de la Procuraduría y afirma que el Estado paraguayo habría garantizado plenamente los derechos del peticionario en relación a las garantías judiciales y la protección judicial y niega el alegato de retardo injustificado.
20. Mediante comunicación del 3 de septiembre de 2007, el Estado informó que la Corte Suprema de Justicia habría rechazado la acción de inconstitucionalidad promovida por el INDI y que por ello, el señor Páez Mauro habría presentado ante el juzgado de origen una liquidación de sentencia que, en esas fechas, estaría pendiente de resolución puesto que el INDI habría presentado apelaciones inconformándose de la cantidad que estaría obligado a pagar al señor Páez.

21. El Estado alega que en ningún momento se habría negado o impedido el acceso del peticionario de ejercer el derecho a recurrir ante los órganos competentes para hacer efectivos sus derechos y reclamar, eventualmente, la reparación por los daños y perjuicios. Asimismo, refiere que el peticionario no puede basarse en elementos subjetivos para concluir la injerencia de otro poder del Estado en el juicio, sin pruebas concretas. Por otra parte, alega que la Comisión no constituye un tribunal de alzada o cuarta instancia y no puede revisar las decisiones de los tribunales nacionales que actúen en la esfera de su competencia.

22. Con base en los argumentos anteriores, el Estado solicitó a la Comisión que declare la inadmisibilidad de la petición, por falta de agotamiento de los recursos internos y por no existir caracterización de violaciones a derechos humanos.
IV. ANÁLISIS DE ADMISIBLIDAD 

A.
Competencia de la Comisión ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci

23 El artículo 44 de la Convención Americana, establece que “Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de esta Convención por un Estado parte”.  Por tanto, los peticionarios se encuentran facultados para presentar una petición ante la Comisión Interamericana. En consecuencia, la CIDH es competente ratione personae para el presente caso. 

24 El  Estado de Paraguay es parte de la Convención Americana desde el 24 de agosto de 1989, fecha en que depositó el instrumento de ratificación respectivo. Por su parte, los peticionarios alegan violaciones a derechos consagrados en la Convención Americana. Por lo que para el caso sub examine la CIDH posee competencia  ratione materiae.
25 La Comisión Interamericana ostenta competencia ratione loci, debido a que las alegadas violaciones a derechos humanos ocurrieron dentro de un Estado parte de la Convención Americana. De igual forma, la Comisión posee competencia ratione temporis porque a la fecha de  los hechos alegados ya se encontraba en vigor en el Estado paraguayo la Convención Americana.
B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición
1.
Agotamiento de los recursos internos
26. La Convención Americana en su artículo 46(1)(a) establece que para que una denuncia sea admisible bajo los términos del artículo 44 de dicho tratado, es necesario que los peticionarios hayan agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito es reconocido por la Comisión, como un requisito procesal con el objeto de permitir que los Estados conozcan de las presuntas violaciones a un derecho protegido en el marco de la Convención Americana y, de ser posible, tengan la oportunidad de resolverlo dentro de su jurisdicción, previo a la competencia subsidiaria de la instancia internacional.

27. La misma Convención prevé que esta disposición no se aplique cuando los recursos internos no están disponibles por razones de hecho o de derecho. Más concretamente, el artículo 46(2) establece excepciones al principio general de agotamiento de los recursos internos: (a) cuando la legislación interna del Estado no concede las debidas garantías para la protección de los derechos cuya violación se alega; (b) si se ha obstaculizado el acceso del presunto damnificado a los recursos de jurisdicción interna; (c) o si se ha presentado un retardo injustificado en la resolución del asunto. 

28. En el presente caso, los peticionarios han sostenido que agotaron los recursos internos con las sentencias de primera y segunda instancia emitidas dentro del proceso civil de daños y perjuicios instaurado en contra del INDI. El Estado, por su parte, en sus primeras comunicaciones alegó que toda vez que el INDI habría presentado una acción de inconstitucionalidad en contra de dichas sentencias, los recursos no se encontrarían agotados. Los peticionarios alegaron también que la Corte Suprema de Justicia habría excedido, por mucho, el tiempo determinado por ley, para emitir resolución respecto de la acción de inconstitucionalidad. 
29. Cabe señalar que, en comunicaciones posteriores, tanto los peticionarios como el Estado informaron que, el 3 de julio de 2007, la Corte Suprema de Justicia habría rechazado la acción de inconstitucionalidad promovida por el INDI. Después de esa resolución, el Estado no volvió a alegar la falta de agotamiento de los recursos internos.
30. La Comisión advierte que, efectivamente, los peticionarios presentaron ante la jurisdicción paraguaya los recursos idóneos previstos en la legislación del país, tendientes a proteger su derecho de propiedad y a lograr una indemnización por las presuntas omisiones del Estado. A la fecha de elaboración del presente informe, los recursos internos se encuentran debidamente agotados con la decisión de la acción de inconstitucionalidad. Asimismo, la Comisión observa que, según información proporcionada por el Estado, una vez emitida la sentencia rechazando la acción de inconstitucionalidad, el señor Felipe Nery Páez Mauro presentó ante el juzgado de origen la liquidación para el cobro del juicio por indemnización de daños y perjuicios. La Comisión hará un análisis del proceso de ejecución de la sentencia, en la medida en que sea pertinente, en la etapa sobre el fondo.
31. Por otra parte, la Comisión observa que respecto a las amenazas, hostigamiento y lesiones de las que el señor Páez Mauro refiere haber sido objeto, si bien constan en el expediente copias de algunas denuncias presentadas ante las autoridades judiciales, el peticionario no proporcionó información adicional al respecto y la Comisión no cuenta con elementos que le permitan acreditar que los recursos internos se hubieran agotado o que una de las excepciones previstas por la Convención sea aplicable.
2. 
Presentación en el plazo 

32. El artículo 46(1)(b) de la Convención, establece que toda petición debe ser presentada en un plazo de seis meses, a partir de la fecha en que la parte denunciante haya sido notificada de la sentencia definitiva a nivel nacional, para que pueda ser declarada admisible.
33. En el presente caso, la Comisión observa que los recursos internos quedaron agotados el 3 de julio de 2007, con posterioridad a la presentación de la petición. En tal sentido, el cumplimiento del requisito de presentación de la petición en plazo se encuentra intrínsecamente ligado al agotamiento de los recursos internos.

3. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales 
34. El artículo 46(1)(b) dispone que la admisión de las peticiones está sujeta a que la materia “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional,” y en el artículo 47.d de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que “sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional”. En el presente caso, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias de inadmisibilidad, ni ellas se deducen de los procedimientos. 
4. Caracterización de los hechos alegados
35. Corresponde a la Comisión Interamericana determinar si los hechos descritos en la petición, de comprobarse, podrían caracterizar violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme a los requerimientos del artículo 47(b) o si bien, conforme al artículo 47(c), la petición debe desecharse por ser “manifiestamente infundada” o por resultar “evidente su total improcedencia”. En esta etapa procesal corresponde a la CIDH hacer una evaluación prima facie, con el objeto de examinar si la petición presenta hechos que potencialmente podrían configurar violaciones a derechos garantizados en la Convención Americana, sin prejuzgar sobre los méritos del asunto.
36. La Comisión advierte que el principal alegato de los peticionarios es que el Estado de Paraguay, a través del INDI, habría violado el derecho de propiedad del señor Felipe Nery Páez Mauro puesto que desde noviembre de 2000, con base en una orden de no innovación, se le habría negado su derecho de goce y disfrute de un terreno de su propiedad. Asimismo, alega que no obstante existir un contrato de compraventa con el INDI respecto de ese terreno y de existir sentencias a su favor ordenando a dicho Instituto a pagar por el mismo, no habría recibido dicho pago y que la tramitación de los procesos judiciales habría sido retardada por el Estado, injustificadamente.
37. El Estado, por su parte, argumentó que no existieron omisiones por parte del juzgado que conoció de la demanda de daños y perjuicios y que el tiempo que habría tomado en dictar resolución era el necesario para evacuar las diligencias que correspondía dentro del proceso. Por otra parte, alegó que los peticionarios en ningún momento habrían sido impedidos de utilizar los mecanismos procesales pertinentes. El Estado ha solicitado que la petición sea declarada inadmisible y alega que la Comisión no puede revisar las decisiones de los tribunales nacionales que actúen en la esfera de su competencia.

38. Del análisis realizado a los argumentos e información que presentaron tanto los peticionarios como el Estado, la Comisión advierte que, de comprobarse lo alegado por los peticionarios, los hechos podrían configurar violaciones al derecho a la propiedad, al debido proceso y a las garantías judiciales consagrados en los artículos 21, 8 y 25 de la Convención Americana, con relación al 1(1) de dicho instrumento internacional.

39. Por otra parte, la Comisión concluye que no cuenta con elementos de juicio que le permitan inferir una presunta caracterización de violaciones a los artículos 4, 5, 11 y 24 de la Convención, por parte del Estado paraguayo. 

V. CONCLUSIÓN

40. La Comisión concluye que el caso es admisible y que es competente para conocer del reclamo presentado por los peticionarios sobre la presunta violación de los derechos contenidos en los artículos 8, 21 y 25 de la Convención Americana, todos ellos en relación con las obligaciones derivadas del artículo 1(1) de dicho instrumento internacional.
41. Por otra parte, la Comisión concluye que no se cuenta con elementos de juicio que le permitan inferir una presunta caracterización de violaciones al artículo 4, 5, 11 y 24 de la Convención.
42. En virtud de los argumentos de hecho y derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 

DECIDE:

1. Declarar admisible el caso de autos en relación con los derechos consagrados en los artículos 8, 21 y 25 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones del artículo 1(1) del mismo tratado.
2. Declarar inadmisible el caso, en relación con lo dispuesto por los artículos 4, 5, 11 y 24 de la Convención Americana.
3. Transmitir el presente informe a los peticionarios y al Estado.
4. Continuar con su análisis de los méritos del caso.
5. Publicar el presente informe e incluirlo en el Informe Anual de la Comisión a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, Rodrigo Escobar Gil, y José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión. 
� Los peticionarios hacen mención a que el Código Procesal Penal señala al respecto que las medidas cautelares se extinguen a los 5 años de su anotación si no fueren reinscritas antes del plazo de vencimiento.


� Copia de la sentencia remitida a la CIDH por los peticionarios de la sentencia emitida el 29 de mayo de 2002 por el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del 12° Turno.


� Copia presentada por los peticionarios de la sentencia emitida el 23 de diciembre de 2002 por la Quinta Sala del Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial.


� En ese sentido señala que el entonces presidente paraguayo, habría dicho públicamente que “el Ejecutivo llevará al banquillo a jueces que fallen contra el Estado” y declaraciones similares. Anexó recortes periodísticos que así lo señalan.





